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La noción de modelo social podría entenderse como el conjunto de propuestas socia­

les que mantienen cohesionada a una colectividad, que otorgarían un sentido de identi­

dad cultural y darían legitimación política a sus representantes. Este conjunto de pro­

puestas forman parte de una herencia cultural, en la cual, a través de diversas alianzas 

políticas, batallas «lingüísticas » y negociaciones históricamente establecidas entre diver­

sos grupos sociales, se configura el núcleo de interpretaciones hegemónicas acerca de 

cuáles son los problemas sociales más acuciantes (aquellos considerados como injustos 

y, por tanto, sometidos a la condición de problema social), y de quién es responsable de 

su resolución (distribución de las responsabilidades sociales entre el individuo e insti­

tuciones sociales como la familia, el Estado y el mercado) . 

En este marco analítico podría situarse la discusión acerca de la naturaleza y esta­

tus político del modelo social europeo (MSE). La construcción del proyecto europeo se 

realiza en un contexto de negociaciones permanentes y búsqueda de equilibrios y com­

promisos políticos entre actores sociales y económicos nacionales y supranacionales e ins­

tituciones supranacionales (por ejemplo, entre los diversos directorados generales en el 

interior de la Comisión Europea) y sus diversos modelos de gobierno (directivas, método 

abierto de coordinación, negociación colectiva, etc.) (Goetschy 2005). Tal y como señala 

esta autora, el contenido del MSE es, por tanto, el resultado de la forma como diversos acto­

res sociales, económicos e institucionales se han reapropiado de los diversos tratados euro­

peos y de diversas estrategias de alianzas y compromisos establecidos entre estos. Ante el 

carácter supranacional bajo el que son situados los desafíos económicos (discurso de la 

globalización e internacionalización de la economía) y la progresiva puesta en cuestión 

del ámbito nacional como espacio de delimitación exclusivo (o incluso en algunas oca­

siones, predominante) de lo social (Muntigl, Weiss y Wodak 2000), se están estableciendo 

y negociando nuevos equilibrios entre los diversos actores económicos y sociales, que tie­

nen en el espacio europeo un nuevo foro donde reafirmar sus posiciones hegemónicas. 

Un aspecto a destacar de este proyecto europeo es el vacío cultural y las frágiles señas 

de identidad (aparte del establecimiento de una moneda única) bajo las que este proyecto 

se configura. En el interior de Europa se aglutinan diversos modelos nacionales de arti­

culación de la cuestión social (Moreno y Serrano Pascual, 2009). Esta situación contrasta 

con el procedimiento de institucionalización de las respuestas sociales que ha acompa­

ñado, y contribuido, a la extensión de las sociedades industriales en los países miembros. 

La institucionalización de los modelos sociales nacionales ha sido, en gran medida, el 

resultado de un largo y complejo proceso de articulación de «culturas de conflicto y/o 



l. Para un análisis más detalla­
do de esta ambigüedad termi­
nológica, véase, el ejemplo del 
carácter polisémico (y paradóji­
co) del concepto de activación 
(Serrano Pascual 2005, 2007; 
Crespo Suárez y Senrano Pascual 
2007) o de ílexigur-idad (Keune 
y Jepsen 2007; Keune y Sern no 
Pascual, 20 1 O). 
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negociación» entre diversos actores sociales, que favoreció la hegemonía de una cultura 

política específica en cada país europeo (Jorgensen, 2002). Tradiciones históricas e insti­

tuciones sociales articulan identidades colectivas, configuran valores y normas sociales y 

reactualizan sentimientos de pertenencia a una comunidad geográfica. 

En el caso de la UE, sus más importantes señas de identidad vienen dadas por el esta­

blecimiento de una moneda única y por el reforzamiento de alianzas económicas entre 

diversos países. En este sentido, la posición ideológica y política del modelo social euro­

peo es compleja, pues se construye en un vacío cultural común, y a su vez, se dirige a cons­

truirlo. Esto es, los países de la UE comparten poco en términos de instituciones y valo­

res, sin embargo, un importante proyecto de las instituciones europeas es la producción 

de una identidad común. En este marco analítico puede estudiarse el Método Abierto 

de Coordinación (MAC), una de las tecnologías más relevantes de producción del Modelo 

Social Europeo. Uno de los ejes que vertebran este MAC es la constntcción de problemas 

y desafíos comunes, así como soluciones (recetas políticas) compartidas con las que enfren­

tarse a estos desafíos, más que la participación en un mismo conjunto de valores. La natu­

raleza de esta integración europea radica, por tanto, en la producción de referentes comu­

nes de discusión del problema de exclusión social, a pesar de los diferentes marcos 

institucionales y valores políticos (Moreno y Palier 2005). 

Si los procesos de construcción de las identidades nacionales se han basado en la 

continua reafirmación de una memoria histórica que actualiza y reconstruye una repre­

sentación del pasado y un sentimiento de pertenencia a la colectividad, lo propio del pro­

yecto europeo en torno al cual se articula la identidad europea es su proyección a un refe­

rente temporal futuro, esto es, a proyectos colectivos contingentes, que expresan su 

simbología cultural. Es un proyecto que recurre más a una racionalidad instrumental (bús­

queda de soluciones colectivas, eficacia en los mecanismos de intervención, estableci­

miento de comunidades reflexivas, etc.) que a la apelación a las emociones, y a la induc­

ción de sentimientos de pertenencia. 

Esta particular posición de las instituciones europeas, abocadas a una regulación en la 

diversidad, explica el carácter ambiguo y polisémico de la mayoría de los conceptos pro­

puestos por las instituciones europeas.' Esta ambigüedad también refleja la posición com­

pleja en la que se encuentran las instituciones europeas y que las llevan a embarcarse en 

diversos procesos de producción política (legitimación de propuestas políticas, inducir sen­

timientos de pertenencia a una misma comunidad política, producción de la necesidad de 

una regulación supranacional, legitimación de un estado de evolución de la economía, etc.). 

La mayoría de los conceptos en torno a los cuales se articula el proyecto europeo parten 

de asunciones muy discutibles empíricamente, que sin embargo, han adquirido una gran 

presencia y hegemonía en los debates políticos y científicos. Por tanto, la «invención» (o 

difusión) de los conceptos planteados por las instituciones europeas tiene que ser enten­

dida en este contexto de institucionalización y construcción de realidades supranacionales. 

En un primer momento, vamos a desarrollar algunas reflexiones conceptuales acerca 

de la noción de modelo social europeo. Posteriormente, se analizará cómo se plasma 

esta particular idiosincrasia en la que se sitúan las instituciones europeas en la propuesta 

del así llamado método abierto de la coordinación. A fin de ilustrar algunas dimensio-



2. Para una discusión más deta­
llada y algunos ejemplos empíri­
cos, véase jepsen y Ser-rano Pas­
cual (2005). 

3. Por ejemplo, Conclusiones de 
la Presidencia del Consejo Euro­
peo de Lisboa (23 y 24 de mar-­
zo del 2000). 
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nes fragilizadoras del MSE, nos centraremos en una de sus manifestaciones más impor­

tantes, la regulación de las cuestiones de empleo a nivel supranacional. Dos aspectos debi­

litadores de este modelo van a ser destacados: la subordinación de la política de empleo 

al funcionamiento del mercado y la despolitización política del trabajo. Finalmente, y a 

la luz de estas dos dimensiones, plantearemos unas breves reflexiones sobre las últimas 

evoluciones del MSE, particularmente los desarrollos posteriores a la crisis económica. 

MODELO SOCIAL EUROPEO: CONFIGURACIONES SIMBÓLICAS 

Dos rasgos caracterizan la noción de Modelo Social Europeo (Ms E).2 En primer lugar, el 

tratarse de un concepto que, como es el caso de otras nociones fuertemente politizadas, 

presenta una gran ambigüedad y polisemia, de tal modo que puede adquirir diversas acep­

ciones según su contexto de uso. Un segundo aspecto que caracteriza al concepto es el de 

partir de gran número de asunciones muy discutibles y discutidas empíricamente. 

Esta noción de MSE puede adoptar distintas acepciones, a veces contradictorias, en sus 

diversos contextos de uso, como se ha apuntado. Se puede entender, en unos casos, como 

un conjunto de valores (solidaridad redistributiva, igualdad social, etc.) o de instituciones 

y acuerdos sociales compartidos en el interior de Europa (protección social, organización 

coordinada de diversos intereses y resolución de conflictos sociales por medios consensua­

dos). En otros casos, el concepto apela a la superación y reformulación de estos referentes 

normativos. En este caso, el concepto se haría equivalente al de modernización del MSE3, alu­

diendo a la necesidad de revisar y deconstruir los modelos sociales europeos, a partir de 

un nuevo paradigma normativo más ajustado a las condiciones contemporáneas de inten­

sificación de los intercambios comerciales y de mayor presión competitiva. En algunos 

casos, se invoca esta noción para destacar las condiciones institucionales políticamente 

establecidas para el intercambio social (socialización del riesgo, sistemas de empleo y 

protección social, sindicatos integrados en la esfera pública, etc.), en otros, denota los resul­

tados sociales de estos acuerdos institucionales (amplia cobertura social, mayor igualdad 

salarial, distribución de los ingresos). En algunas ocasiones, se define como un proyecto en 

vías de construcción (conciliación de competitividad económica y justicia social), en otros 

como un acquis comunitario (modo de hacer sociedad diferenciado del americano) . Estas 

acepciones semánticas contradictorias que el concepto puede adoptar en los discursos ins­

titucionales, científicos y políticos muestran el uso retórico de esta noción. En tomo a la 

definición de este concepto, diversos actores sociales pugnan por hacer prevalecer una 

visión hegemónica de las alternativas sociales en el seno de la UE. 

Es más, esta noción se sustenta en gran número de supuestos (como el de que com­

partimos valores comunes en el interior de Europa; que existen más semejanzas en tér­

minos de instituciones sociales entre los países europeos que entre los diversos bloques 

geográficos; que nos encontramos instalados en un nuevo estadio económico; que un 

recorte en los beneficios sociales y el fomento de la flexibilización laboral conduce al cre­

cimiento económico; que el mercado de trabajo europeo es más rígido que el americano; 

etc.) que han sido escasamente probado empíricamente. Subyace implícitamente en esta 

noción una dicotomía establecida entre el modelo europeo y el americano, y se asume 

que las diferencias entre ambos modelos son mayores que entre países en el interior de 

Europa o regiones de Estados Unidos. Esta dicotomía retóricamente establecida puede 



ser muy discutible (y discutida) empíricamente (Handler 2005; Salverda 2005) . Final­

mente, se hace de EEUU la referencia frente a la que nos diferenciamos como europeos y 

frente a la cual se construye la identidad europea, pero por otro lado se ha hecho de la 

comparación con la economía americana (producto interior bruto, productividad en el 

trabajo, competitividad, tasa de empleo, gasto en investigación y desarrollo, etc.) un impor­

tante referente con el que evaluar los progresos o fracasos de esta estrategia europea. 

La ambigüedad del concepto de MSE es resultado, no solo del enfrentamiento simbó­

lico por parte de los distintos grupos sociales para hacer prevalecer una visión hegemó­

nica de la misión encomendada al proyecto europeo, sino que es también reflejo de la 

gran diversidad institucional y normativa en el interior de Europa y de la falta de legiti­

midad históricamente construida. Por ello, el concepto de MSE podría entenderse como 

un instrumento de elaboración de una identidad compartida. El núcleo de esta identidad, 

que estaría por construir, se basaría no tanto en la apelación a valores compartidos, sino 

más bien en la elaboración de un proyecto fundamentado en la construcción y difusión 

de marcos epistémicos que permiten construir recetas comunes (paradigmas de interven­

ción como la empleabilidad, activación, flexiguridad, etc.) con las que resolver problemas 

en el mercado de trabajo (in-actividad, des-empleabilidad, adapt-abilidad, euroesclerosis) 

que son, a su vez, construidos institucionalmente como compartidos. La política de 

indicadores comunes, de intercambio de buenas prácticas, y la asunción del «lenguaje » 

político propuesto por las instituciones europeas para definir el debate, forman parte 

de este proyecto político de producción de desafíos e instrumentos compartidos. En 

este sentido, esta construcción ideológica va dirigida a la búsqueda de espacios de capa­

citación política por parte de las instituciones europeas. Estas recetas y problemas comu­

nes se constituyen así en representaciones emblemáticas que sirven de base al mito refe­

rencial que configura el modelo social europeo. 

En este sentido, la noción de modelo social europeo debe entenderse, no tanto en tér­

minos esencialistas, sino como un proyecto, y por consiguiente, como algo inacabado, inde­

terminado, y cuya acepción hegemónica en un momento dado es el fruto de un equilibrio, 

siempre contingente, de fuerzas que operan en un determinado periodo histórico. Es en 

estos términos como pueden analizase los últimos desarrollos de este modelo social, fruto 

del inadecuado desequilibrio de fuerzas que ha acentuado la reciente crisis económica. 

EL PROYECTO SOCIAL EUROPEO: PRINCIPIOS DE FUNCIONAMIENTO Y ALGUNAS DE SUS DIMENSIO­

NES VULNERABILIZADORAS 

Es imposible resumir en pocas líneas las diversas dimensiones políticas, ideológicas y eco­

nómicas, que caracterizan al proyecto social promovido y liderado por las instituciones 

europeas, pero el objetivo de este apartado sería desarrollar lo que a juicio de las auto­

ras son dos de sus rasgos más vulnerabilizadores: la creciente subordinación de la polí­

tica social al funcionamiento óptimo de la economía y la despolitización del trabajo y la 

exclusión social que promueven sus nociones movilizadoras. Para ello, comenzaremos 

describiendo uno de los principales instrumentos de gobernanza de lo social del MSE, el 

método abierto de coordinación (MAC). Veremos a continuación las dos dimensiones 

fragilizadoras del proyecto europeo: la hegemonía de un referencial económico y la des­

politización del trabajo. 



4. Recogemos aquí la conocida 
expresión de Rosenau y Czem­
piel ( 1992). 

S. En otro lugar (Serrano Pascual 
(2005) hemos discutido con más 
detenimiento el contexto que ar­
ticula el «nacimiento» del así lla­
mado método abierto de coor­
dinación para la regulación de las 
cuestiones socia les por parte de 
las instituciones europeas. 

6. Este método consiste en las si­
guientes etapas: las inst~uciones 

europeas proponen una serie de 
líneas di rectrices, que consisten 
en medidas y objetivos genera­
les, muchas veces, agrupadas en 
tomo a conceptos («activación», 
«empleabilidad», «ílexiguridad», 
etc.). Estas líneas directrices van 
acompañadas de plazos -a largo, 
medio y corto plazo- específi­
cos para su realización. Estas lí­
neas directrices son traducidas 
en pol~icas nacionales y regiona­
les por parte de los estados 
miembros (Programa Nacional 
de Reformas). Se identifican una 
serie de indicadores ( «bench­
marking>>. con los que comparar 
sincrónicamente (entre países) y 
diacrónicamente (a lo largo del 
t iempo) las evoluciones de los 
Estados Miembros (EM) e iden­
t ificar lo que se ha dado en lla­
mar «mejores prácticas». Se des­
arrolla un proceso de evaluación, 
revisión y control por parte del 
grupo de pares y de las institu­
ciones europeas (Informe con­
junto anual sobre el empleo). 

7. El complejo carácter de sus 
propuestas como amalgama de 
compromisos políticos plurales 
entre actores diversos («multi-le­
vel govemance») hace dificil plan­
tear conclusiones claras acerca 
de su origen ideológico. Esta su­
puesta comunidad «deliberativa>> 
no se traduce necesariamente en 
la reapropiación democrática del 
proceso por un conjunto de di­
versas voces procedentes de la 
sociedad civi l. Dadas las asimétri­
cas posiciones de poder estable­
cidas entre estos diversos acto­
res sociales, el discurso h1brido y 
paradójico que caracteriza a las 
instituciones, más que ser refle­
jo de «dia-logos» entre actores, 
reproduce monológicamente, en 
muchas ocasiones, el discurso 
económico hegemónico. 
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EL MÉTODO ABIERTO DE COORDINACIÓN: ¿GOBERNABILIDAD SIN GOBIERN0? 4 

Aunque el método abierto de coordinación no es el único modelo de regulación de las 

cuestiones sociales en manos de las instituciones europeas, sin embargo sí es el más emble­

mático de los modos de construcción del modelo social europeo. Con este método,5 las 

instituciones europeas coordinan a nivel supranacional las cuestiones de empleo, en pri­

mer lugar, pero posteriormente se ha extendido a otras áreas como son la sociedad de la 

información, investigación, política empresarial, política social y educación (Lisboa, 2000), 

la lucha contra la exclusión (Niza, 2000), protección social (Estocolmo, 2001) y cuestiones 

medioambientales (Gothenburg 2001). 

En la reconstrucción que Goetschy (zoos) hace de la evolución del modelo social 

europeo, esta autora plantea dos ejes que caracterizan la evolución del proyecto social 

europeo. Por un lado, se extienden y amplían las cuestiones sociales abordadas por 

las instituciones europeas, y por otro lado, se diversifican, multiplican y transforman 

sus modos de regulación. Si en un principio, las limitadas regulaciones abordadas a 

nivel europeo se caracterizaban por ser legislativamente vinculantes (directivas euro­

peas), progresivamente los ámbitos de regulación se extienden, pero la naturaleza de 

esta regulación se transforma, a partir de dos ejes. Por un lado, se trata de una regula­

ción procedimental (difusión de rutinas de procedimiento) más que sustantiva, consis­

tente en el establecimiento de una serie de «rituales» 6 dirigidos a la difusión de para­

digmas epistémicos estructurados en torno a conceptos. Por otro lado, se diversifican 

los mecanismos de control en manos de las instituciones europeas, de tal modo que 

se establecen modos de regulación complementarios, caracterizados por la ausencia de 

sanciones formales. De una regulación exclusivamente basada en sanciones legales (por 

ejemplo, directivas) o económicas (como es la Unión Económica y Monetaria, UEM), se 

pasa a una coordinación que apela a la voluntad para cooperar por parte de los estados 

miembros ( «soft regulation» ). Los instrumentos políticos en manos de las institucio­

nes europeas se amplían; junto al menor uso de directivas, se han añadido otros méto­

dos más «ligeros » de regulación, como son el así llamado método «abierto » de coordi­

nación, la presión del grupo de pares, el fomento del diálogo social a nivel europeo y la 

política redistributiva de los fondos estructurales. Vamos a centrarnos en uno de estos 

métodos, particularmente popular a partir del Consejo de Lisboa, el método abierto 

de coordinación para la regulación de las cuestiones de empleo. 

Esta estrategia europea para el empleo (EEE) ha basado su método de gobierno en 

el establecimiento de comunidades epistémicas. La articulación de propuestas por parte 

de la EEE se desarrolla en torno a conceptos (empleabilidad, activación, perspectiva inte­

gral de género, flexiguridad, etc.), más que metodologías o procedimientos específi­

cos y concretos de intervención social. Estos conceptos tienen un carácter peculiar: son 

particularmente ambiguos y generales, lo que explica la naturaleza polisémica (múlti­

ples significados) y polifónica (múltiples voces) que les caracteriza (Serrano, 2010) . Esta 

polisemia refleja la particular posición de las instituciones europeas. Las institucio­

nes europeas se encuentran ante una compleja situación, en la que tienen que plantear 

propuestas que sean compatibles con filosofías políticas tan diversas como las existen­

tes en el interior de la UE. 7 



8. Por· ejemplo, la expresión del 
Consejo de Lisboa, tan habitual 
en gran número de documentos 
políticos y cien!Jlicos, «a new stra­
tegic goal far the next decade: to 
become the most competitive 
and most dynamic knowledge­
based economy in the world, ca­
pa ble oí sustainable economic 
growth, with more and better and 
greater socia! cohesion». 

9. Los indicador·es cuantitativos 
planteados en la estrategia de 
Lisboa fueron, entre otros, los si­
guientes: una tasa de empleo glo­
bal del 70 por 1 00, una tasa de 
empleo femenino del 60 por 
100 y una tasa de empleo de los 
trabajadores mayores del 50 por· 
1 00 en el año 20 1 O; cada des­
empleado debe poder acceder 
a una ayuda (formación, re-edu­
cación, prácticas laborales, una 
oferta de t rabajo o una medi­
da de empleabi lidad) antes de 
llegar a seis meses de desempleo 
en el caso de los jóvenes y a 12 
meses en el caso de los adultos, 
combinada, cuando sea necesa­
rio, con asistencia para la bús­
queda de tr·abajo: en el año 
20 1 O, el 25 % de los desemple­
ados de lar·ga duración partici­
parán en una medida activa. 
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La principal naturaleza reguladora de estas instituciones va a consistir en la pro­

puesta y difusión de una retórica articulada en torno a conceptos que se están extendiendo 

en los discursos políticos nacionales. Muchas de sus expresiones8 consiguen reificarse en 

su recreación permanente y resignificación constante, de tal modo que se convierten en 

tótem emblemático con el que se reactualizan proyectos e identidades colectivas. La 

influencia sociocognitiva del discurso de las instituciones europeas explica que se haya 

construido un marco interpretativo europeo para la comprensión de las políticas de empleo 

y sociales y promueve nuevas formas de pensar y discutir el problema de desempleo y 

de exclusión social, estableciendo, por ejemplo, una causalidad lineal entre desempleo e 

imposición fiscal (Jacobsson y Schmid 2001), tasa de desempleo y crecimiento económico 

(Alaluf 2004), seguro de desempleo y tasa de actividad. La legitimidad de la inactividad 

se está así poniendo cada vez más en cuestión, diseñándose programas que inducen la 

participación en el mercado de trabajo de colectivos tradicionalmente exentos de estas 

políticas activas (madres solteras con hijos, mujeres, trabajadores mayores, trabajadores 

en situación de discapacidad temporal o permanente, etc.) (Bonvin 2005). Además de la 

definición de los términos del debate acerca de las políticas de empleo, las instituciones 

europeas han tenido también un papel importante en la integración de nuevos proble­

mas en la agenda nacional. En áreas como el envejecimiento activo, igualdad de oportu­

nidades, etc., se han producido importantes cambios en la concepción política de los esta­

dos miembros. Ha servido para legitimar nuevas propuestas políticas y para dotar de 

poder adicional a ciertas decisiones políticas. 

HEGEMONÍA DE MARCOS REFERENCIALES ECONÓMICOS: SUBSUNCIÓN DE LO SOCIAL EN 

LO ECONÓMICO 

Una serie de indicadores estadísticos9 va a actuar como «marcadores de éxito» de los 

esfuerzos nacionales y de monitorización del rendimiento social (estadístico) de las polí­

ticas nacionales. La política de indicadores, que permite el seguimiento de los esfuerzos 

nacionales para responder a las líneas directrices de la Unión Europea, reduce la comple­

jidad de los modelos europeos a un pequeño número de indicadores contribuyendo tam­

bién a este proceso de construcción de problemas «comunes ». Tal y como plantea Salais 

(zoo5) , la supuesta armonización de datos, promovida por Eurostat para medir estos 

esfuerzos nacionales, es altamente problemática dada la gran diversidad de instituciones 

nacionales y de modos de gestión de las políticas públicas nacionales. 

Estos instrumentos de medición y de seguimiento del cumplimiento de los principios 

de la EEE por parte de los estados miembros permiten la exposición de las políticas nacio­

nales a un examen público, facilitándose la comparación explícita con los resultados de otros 

países. Débiles resultados en estos indicadores pueden provocar un considerable debate 

político a nivel nacional, actuando así como una presión sobre los estados miembros para 

la convergencia hacia estas metas ideales. Aunque no hay sanciones oficiales ante el fracaso 

en la implementación de esta estrategia, la presión simbólica que puede ejercer el grupo de 

pares y de la opinión pública permite asegurar un algo grado de conformidad. Las recomen­

daciones de la UE pueden situar a los estados miembros en una situación incómoda. 

Entre los indicadores utilizados para evaluar los «rendimientos sociales» de cada 

país, dominan obj etivos cuantitativos en detrimento de objetivos cualitativos, y las 



1 O. Par·a desarro llar· más esta 
cuestión, véase Salais (2005); 
Bonvin (2005) . 
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líneas directrices aparecen subordinadas a criterios económicos.'° Se fomenta una pers­

pectiva cuantitativa de los problemas sociales, omitiéndose un análisis cualitativo de 

éstos, y por tanto, pudiendo así reproducirlos. Una tasa elevada de empleo puede esti­

mular el crecimiento económico, pero no está nada claro que ésta tenga necesariamente 

efectos positivos en la calidad de vida de los trabajadores. El trabajo asalariado es visto 

como la panacea para resolver todos los problemas y, por tanto, las principales políti­

cas han sido articuladas en torno a tres ejes, aumento de la tasa de actividad de la pobla­

ción inactiva, modificación de los sistemas fiscales y beneficios sociales así como de la 

regulación jurídica del empleo, de modo que sean favorables al empleo, y eliminación 

de los obstáculos administrativos y fiscales para fomentar la inversión y el empleo. 

La cuestión de la calidad de los trabajos que estas políticas están creando no está siendo 

objeto de discusión. Este énfasis en «mejor trabajar como sea, que no trabajar y estar 

desempleado » podría estar justificado si este trabajo permitiera a las personas mejorar 

su situación, facilitando el acceso a un trabajo de mejor calidad. Sin embargo, los tra­

bajos temporales no sirven necesariamente como trampolín hacia trabajos de mejor 

calidad (esto es especialmente el caso con trabajadores descualificados, trabajadores 

mayores y mujeres) (Comisión Europea, 2003b). 

Esta hegemonía de los criterios cuantitativos subyace también en la evaluación de 

las así llamadas «mejores prácticas ». Por ejemplo, el número de planes de acción indivi­

dual ha sido el criterio usado para juzgar el éxito de la implementación de las políticas, 

pero este criterio dice poco acerca de la calidad de estos planes. Este ejercicio de regula­

ción por indicadores ha degenerado en un juego de «rendimiento estadístico », sin esta­

blecerse ningún vínculo con una verdadera «empleabilidad » o mejora en el funciona­

miento del mercado de trabajo (Salais 2005) . Se está incentivando a primar objetivos 

marcados a corto plazo, a fin de mostrar «buenos resultados », más que el embarcarse 

en reformas serias a largo plazo (Collignon et al. 2005). 

De este modo, se estimula la construcción de las dificultades de un modo que no 

necesariamente refleja los problemas sociales más acuciantes, sino más bien aquellos que 

obstaculizan el funcionamiento óptimo de la economía en general, y en este sentido, aque­

llos indicadores que mejor se engarzan con las OGPE (Orientaciones Generales de Polí­

tica Económica) . Se favorece la instrumentalización de las políticas sociales con el obje­

tivo de optimizar los grandes indicadores económicos (como son el equilibrio financiero, 

la flexibilidad del mercado de trabajo o la tasa de empleo). Esta tendencia es particular­

mente notoria en la evolución de la política social tras la crisis económica, como veremos 

en un apartado posterior. 

Esta colonización de la regulación de la cuestión social por referentes económicos 

puede también observarse en la articulación de su mismo procedimiento de gobernanza, 

el método abierto de coordinación (MAC). Gran parte de los conceptos (véase el caso del 

concepto de benchmarking, contractualización, flexibilidad, negociación, implicación, par­

tenariado, presión del grupo de pares) que configuran el MAC, ha sido importado del mundo 

económico, lo que manifiesta la parcial colonización del debate por conceptos y discur­

sos propios del sector empresarial (Collignon et al. 2005; Hamzaoui 2003; Salais 2005), 

y, por tanto, promueve una visión economicista de la cuestión social. 
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Un segundo problema de este modelo de gobierno del proyecto social europeo es la debi­

lidad política con la que se encuentra dotado para regular las desequilibradas relaciones 

de fuerza entre las diversas voces que pugnan en el espacio europeo por hegemonía polí­

tica. De este modo, la ambigüedad y polisemia que caracterizan los conceptos clave que 

articulan su proyecto social no facilitaría sino la apropiación de estas nociones (y de sus 

acepciones hegemónicas) por aquellos grupos con una mayor soberanía simbólica (Keune 

y Serrano Pascual, 2010). Nociones en torno a las cuales se emplaza el modelo social euro­

peo, como la de activación (y todas los conceptos cubiertos por su campo semántico: polí­

ticas activas, envejecimiento activo, tasa de actividad, proactividad, etc) o, la más reciente, 

de flexiguridad, conforman marcos epistémicos con los que se nombra la «ausencia de 

trabajo », y orientan la mirada que se dirige hacia el trabajo. La evolución semántica de 

las nociones que se están difundiendo manifiesta una creciente tendencia a la naturali­

zación del mercado, y de sus demandas, y a psicologizar e individualizar el problema del 

desempleo. Este es el caso, por ejemplo, con la noción de activación, y la más reciente 

de flexiguridad. 

La noción de flexi-guridad es portadora de nuevos fundamentos y principios cog­

nitivo-normativos en la administración del bienestar. A pesar de su ambigüedad concep­

tual y la posible contradicción o antagonismo interno, está consiguiendo articular un 

debate acerca de la necesidad de transformar los modos de regular el trabajo. Las nocio­

nes de flexibilidad y seguridad han ocupado, tradicionalmente, espacios semánticos en 

la regulación del trabajo contrapuestos y enfrentados. La polarización aplicada histórica­

mente a estas nociones ha permitido articular, en gran medida, los antagonismos políti­

cos entre las demandas empresariales y las voces de los trabajadores. Estos antagonismos 

han tenido como fundamento la asimetría y desigualdad intrínsecas en la condición eco­

nómica de trabajadores y empresarios. Esta polarización ha sido paradigmática del modo 

de enunciar los conflictos de las sociedades industriales. 

La noción mixta de flexiguridad re-significa este antagonismo, plantea la coexisten­

cia de lo aparentemente contradictorio, facilitando la coexistencia de lo diferente (y des­

igual) , que deja así de aparecer como excluyente. Lo que sin embargo no se cuestiona es 

lo que aparece implícito, la posibilidad de hacer compatible la flexibilidad y la seguridad. 

En este sentido, esta noción plantea un entimema o silogismo retórico, que consiste en 

suprimir alguna premisa que se da por supuesta. En esta lógica de lo implícito, se omite 

la premisa que se da por descontada (la compatibilidad y posible coexistencia de ambos 

principios), de manera que no se somete a duda o discusión. Una afirmación explícita 

puede, por el contrario, ser discutida y, por tanto, reformulada (Mortara Garavelli, i991). 
Esta polaridad antagónica se convierte en complementaria a través de un interesante 

trabajo semántico. En la noción mixta de flexiguridad, el núcleo lexemático fuerte ven­

dría dado por la noción de flexibilidad. Esta sería la parte invariable de la palabra. La nece­

sidad de un nuevo modo de regulación del trabajo, basada en la flexibilidad, no sería cues­

tionada: formaría parte de lo «dado por supuesto». La tecnología de la regulación flexible 

es presentada como un modelo ideal para la optimización del funcionamiento del mer­

cado de trabajo y como remedio frente a los desajustes que se vienen produciendo en el 
















